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NUEVO RÉGIMEN CONTRIBUTIVO DE LA SEGURIDAD SOCIAL IMPLEMENTADO POR LA LEY 27430 DE REFORMA TRIBUTARIA. PARTICULARIDADES Y ALCANCES
	GUSTAVO R. SEGU(*)
I - INTRODUCCIÓN
Mediante la ley 27430 de reforma tributaria, publicada en el Boletín Oficial el 29/12/2017, se establecieron importantes modificaciones que afectan el esquema contributivo de los empleadores, las cuales se irán implementando en forma gradual de acuerdo con el cronograma establecido a cada efecto por la citada norma.
La reforma dispone la modificación de distintos aspectos del esquema contributivo a través de la modificación y/o derogación parcial de ciertas disposiciones del decreto 814/2001 y de la ley 26940, y mediante la derogación del decreto 1009/2001, como analizaremos.
Antes de dar comienzo al análisis de los tópicos tratados en la reforma, advertimos que si bien esta ley resulta de aplicación a partir del día 30/12/2017 inclusive, las distintas modificaciones entrarán en vigencia de acuerdo con los plazos establecidos expresamente para cada una de ellas por el artículo 173, según veremos.
II - MODIFICACIÓN GRADUAL DE LAS ALÍCUOTAS DEL DECRETO 814/2001
A través del artículo 165, se dispone la sustitución del texto del artículo 2 del decreto 814/2001, estableciéndose una alícuota única del 19,50%, correspondiente a las contribuciones del empleador destinadas a los subsistemas: SIPA (L. 24241), INSSJP (L. 19032), Fondo Nacional de Empleo (L. 24013) y asignaciones familiares (L. 24714).
Esta alícuota del 19,50% será alcanzada en forma gradual de acuerdo con el cronograma establecido al efecto por el artículo 173, y resultará de aplicación para todos los empleadores, incluyendo a las entidades y los organismos comprendidos en el artículo 1 de la ley 22016(1), ya sea que pertenezcan al sector público o privado, quedando excluidos los empleadores pertenecientes al sector público en los términos de la ley 24156 de administración financiera y a los sistemas de control del sector público nacional, y/o de normas similares dictadas por las Provincias, las Municipalidades y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, según el caso.
La alícuota única del 19,50% será implementada en forma gradual y progresiva de acuerdo con el cronograma establecido por el inciso a) del artículo 173 y, según el encuadre del empleador, en los incisos a) o b) del texto del artículo 2 del decreto 814/2001, a saber:
 
	Alícuota de contribuciones patronales

	Encuadre del empleador
	Hasta el 31/12/2018
	Hasta el 31/12/2019
	Hasta el 31/12/2020
	Hasta el 31/12/2021
	Desde el 1/1/2022

	D. 814/2001, art. 2, inc. a)
	20,70%
	20,40%
	20,10%
	19,80%
	19,50%

	D. 814/2001, art. 2, inc. b)
	17,50%
	18,00%
	18,50%
	19,00%
	19,50%


 
 
Las nuevas alícuotas correspondientes al primer tramo del cronograma que rige hasta el 31/12/2018 serán de aplicación a partir del período fiscal devengado “Febrero 2018”(2) inclusive, cuyo vencimiento opera en el mes de marzo de 2018. El cronograma de implementación en cuestión tendrá efectos hasta el 31/12/2021, aplicándose la alícuota única del 19,50% recién a partir del 1/1/2022.
Es importante subrayar que la sustitución del artículo 2 del decreto 814/2001 resultará plenamente operativa a partir del 1/1/2022, resultando de aplicación hasta entonces el texto previo a la reforma y sus normas complementarias y reglamentarías, con la salvedad de que las alícuotas de los incisos a) y b) serán las definidas por el citado cronograma. A esto se suma que la derogación prevista del decreto 1009/2001 resultará también operativa a partir del 1/1/2022.
Estas modificaciones traerán aparejados importantes efectos para los empleadores. En primer lugar, debemos señalar que el nuevo esquema contributivo no resultará beneficioso para las pymes, pues genera un incremento de la alícuota, y aunque ello se pueda eventualmente ver en algún modo morigerado por la aplicación del mínimo no imponible, que analizaremos en el siguiente punto de este trabajo, debemos concluir que al cabo de la finalización del cronograma, solo los grandes empleadores verán reducidos sus costos laborales por el efecto de la reforma. Las pymes no solo no se verán beneficiadas (en el mejor de los casos), sino que, además, por efectos de la derogación del régimen de microempleadores establecido por la ley 26940, verán sin dudas incrementados sus costos laborales en el futuro.
En segundo lugar, una vez cumplimentado el cronograma y operativo el nuevo texto del artículo 2 del decreto 814/2001, desaparecerá la distinción entre pymes y no pymes, y también la diferenciación entre las distintas actividades, teniendo a partir de entonces todos los empleadores comprendidos en la norma igual tratamiento. Con ello finalizarán los problemas generados por la interpretación del Fisco respecto a los parámetros de facturación requeridos para considerar al empleador incluido en el inciso a) o b) de la norma. No obstante, hasta que no se alcance la alícuota final única del 19,50% subsistirán los inconvenientes generados por la interpretación del Fisco de los parámetros de facturación en los términos del decreto 1009/2001.
En síntesis, podemos concluir que desde el punto de vista económico estas disposiciones solo beneficiarán a las grandes empresas, dejando a las pymes sin ningún tipo de mejoramiento de su costo laboral.
III - CREACIÓN DEL MÍNIMO NO IMPONIBLE. LA SUSTITUCIÓN DEL TEXTO DEL ARTÍCULO 4 DEL DECRETO 814/2001
El artículo 167 de la ley de reforma tributaria dispone la sustitución del artículo 4 del decreto 814/2001 por un nuevo texto que trae aparejadas dos importantes novedades:
a) la creación de un mínimo no imponible que debe detraerse de la base de cálculo de la contribución única establecida por el artículo 2 del citado decreto y que resultará de aplicación gradual; y
b) la eliminación gradual del beneficio de cómputo de las contribuciones como crédito fiscal del IVA, que trataremos en el siguiente punto.
En relación con el mínimo no imponible, el nuevo texto del artículo de marras dispone que, de la base imponible sobre la que resulta aplicable la alícuota única, deberá detraerse mensualmente por cada trabajador la suma de $ 12.000, en concepto de remuneración bruta.
Por otra parte, se dispone que a partir de enero de 2019 este importe se actualizará sobre la base de las variaciones del índice de precios al consumidor, considerando las variaciones acumuladas de dicho índice correspondientes al mes de octubre del año anterior al del ajuste respecto al mismo mes del año anterior.
La implementación de este mínimo no imponible comenzará a aplicarse a partir del período fiscal devengado “Febrero 2018”(3), de acuerdo con el siguiente cronograma de implementación gradual, conforme lo dispone el artículo 173, inciso c):
 
	Detracción de la base imponible para contribuciones patronales
	Hasta el 31/12/2018
	Hasta el 31/12/2019
	Hasta el 31/12/2020
	Hasta el 31/12/2021
	Desde el 1/1/2022

	Porcentaje aplicable sobre el importe contemplado en el art. 4 del D. 814/2001 vigente en cada mes
	20%
	40%
	60%
	80%
	100%


 
 
Se deja facultado al Poder Ejecutivo Nacional, a través del Ministerio de Trabajo, para aplicar la detracción en su totalidad en forma anticipada y/o establecer porcentajes distintos, cuando la situación económica de un determinado sector así lo amerite. El Poder Ejecutivo Nacional también podrá establecer que la detracción se aplique en su totalidad con anterioridad a las fechas indicadas y/o establecer porcentajes distintos respecto de los trabajadores de las mipymes comprendidas en la ley 25300 que trabajen en las provincias alcanzadas por el Plan Belgrano.
Las claves para la aplicación del mínimo no imponible de acuerdo con lo dispuesto por el nuevo texto en análisis son las siguientes:
a) El mínimo no imponible se detrae de la base mensualmente y por cada trabajador.
b) La implementación de dicho mínimo no imponible de $ 12.000 será gradual, según veremos más adelante.
c) Este importe podrá detraerse cualquiera sea la modalidad de contratación, ya sea de las establecidas por la ley de contrato de trabajo o de las dispuestas por el régimen nacional de trabajo agrario (L. 26727).
d) Para los contratos a tiempo parcial (art. 92 ter, LCT), este mínimo no imponible será proporcional al tiempo trabajado, considerando la jornada habitual de la actividad. Por ejemplo, si la duración de la jornada pactada representara un 40% de la jornada habitual, en igual proporción debería disminuirse la detracción de la base imponible.
e) Para el caso en que el tiempo laborado por el trabajador resulte ser una fracción del mes, es decir que dure menos que un mes, también deberá realizarse dicha proporción. Entendemos que esta disposición se refiere a casos tales como contratos a plazo fijo o eventuales que tengan una duración inferior a un mes, o a la situación que se da cuando se contrata o despide un trabajador, de modo tal que queda una fracción del mes sin trabajar.
f) También deberá proporcionarse dicho mínimo no imponible para la determinación de las contribuciones correspondientes a cada cuota del sueldo anual complementario, debiendo detraerse de la base respectiva el 50% del citado mínimo.
g) Para el caso de liquidaciones proporcionales del sueldo anual complementario y de las vacaciones no gozadas, la detracción deberá proporcionarse de acuerdo con el tiempo por el que corresponda su pago. Esta referencia a las vacaciones no gozadas se trata de un evidente error del legislador, ya que este es un rubro no remunerativo y por lo tanto no devenga aportes ni contribuciones de ningún tipo.
Finalmente, señala el nuevo artículo 4 que la detracción de este mínimo no imponible no podrá en ningún caso arrojar una base imponible inferior al tope mínimo previsto por el artículo 9 de la ley 24241, que actualmente está fijado en $ 2.520,60.(4)
Se deja abierta además la posibilidad de que la reglamentación prevea un mecanismo similar para relaciones laborales reguladas por otros regímenes, fijando el modo para determinar la magnitud de la detracción para situaciones que ameriten una consideración especial.
IV - CÓMPUTO DE LAS CONTRIBUCIONES COMO CRÉDITO FISCAL DEL IVA. ELIMINACIÓN GRADUAL DEL BENEFICIO
Señalábamos en el punto anterior, como parte de las novedades que trae aparejadas la sustitución del texto del artículo 4 del decreto 814/2001, la eliminación gradual del cómputo de las contribuciones patronales(5) como crédito fiscal del IVA.
Esta medida se completa mediante la derogación del Anexo I del citado decreto, que contenía la tabla con los puntos porcentuales de reconocimiento del IVA aplicables por jurisdicción, siendo reemplazada esta tabla por una nueva, que ahora forma parte del inciso d) del artículo 176 de la ley de reforma tributaria.
La derogación del Anexo citado tiene efectos a partir del devengado “Febrero 2018”(6), siendo reemplazado a partir de dicho período por una nueva tabla donde se disminuirá en forma gradual dicho beneficio, hasta quedar eliminado para todas las jurisdicciones a partir del 1/1/2022.
Esta medida claramente tendrá sin dudas un impacto muy poco favorable para las pymes y las economías regionales.
V - DEROGACIÓN DE LA LEY 26940. SITUACIÓN DE LOS MICROEMPLEADORES Y LOS EMPLEADORES QUE SON BENEFICIARIOS DEL RÉGIMEN DE PROMOCIÓN
Se dispone la derogación (art. 172) del Título II de la ley 26940, que estableció el régimen de beneficios de reducción de contribuciones patronales para microempleadores y el régimen de promoción de la contratación de trabajo registrado.
Los efectos de esta derogación para quienes se encuentran actualmente encuadrados en dichos regímenes son los que se describen a continuación (art. 169).
a) Microempleadores
Podrán continuar siendo beneficiarios de las respectivas reducciones de contribuciones patronales hasta el 1/1/2022, respecto de cada una de las relaciones laborales vigentes que cuenten con ese beneficio. De esto extraemos dos conclusiones: la primera es que desde la vigencia de la nueva ley no podrán incorporarse nuevos microempleadores al régimen; y la segunda, que solo podrá mantenerse el beneficio respecto de los trabajadores que desde antes de la entrada en vigencia de la ley de reforma tributaria resultaron pasibles de la aplicación de la reducción de contribuciones. Es decir que, en caso de registrarse una baja, el empleador no tendría derecho a aplicar el beneficio respecto del nuevo trabajador contratado en su reemplazo.
En consecuencia, se mantiene la posibilidad de contar con el beneficio de reducción por cada trabajador en las condiciones del régimen y cumpliendo los requisitos y las obligaciones que les resulten aplicables, hasta el 31/12/2021 inclusive, sin perjuicio de su derogación. A partir de dicha fecha, los empleadores comprendidos perderán la totalidad de los beneficios del régimen de microempleadores.
Se trata de otra medida que afectará directamente a las pymes, pues producirá un incremento en sus costos laborales que no se verá compensado en modo alguno por el nuevo esquema contributivo planteado por la reforma.
Por otra parte, no está de más poner de relieve que, por efectos de la falta de actualización por parte del Poder Ejecutivo de los montos de facturación exigidos para ser considerado microempleador, dudamos de que muy buena parte de quienes se encuadran como tales puedan continuar permaneciendo dentro del régimen hasta la fecha máxima fijada.
Asimismo, se establece que quienes encuadren como microempleadores podrán optar por ingresar anticipadamente al esquema de mínimo no imponible establecido por el nuevo texto del artículo 4 del decreto 814/2001, quedando automáticamente excluidos del régimen de microempleadores. La reglamentación establecerá el mecanismo para ejercer dicha opción.
Finalmente, se dispone (art. 171) que el monto máximo de la cuota con destino a la aseguradora de riesgos del trabajo establecida por el artículo 20 de la ley 26940 seguirá siendo de aplicación para los empleadores anteriormente encuadrados como microempleadores. La Superintendencia de Riesgos del Trabajo reglamentará los requisitos para la continuidad del beneficio.
b) Empleadores comprendidos en el régimen de promoción
Podrán continuar abonando las contribuciones patronales con los beneficios de reducción correspondientes, respecto de cada una de las relaciones laborales vigentes que cuenten con ese beneficio y hasta que venza el plazo respectivo de veinticuatro meses. Al igual que en el caso anterior, dichos empleadores deberán continuar cumpliendo los requisitos y las obligaciones que les resulten aplicables.
Estos empleadores, al igual que los microempleadores, también podrán ejercer opción por el esquema de mínimo no imponible establecido por el nuevo texto del artículo 4 del decreto 814/2001, quedando automáticamente excluidos del régimen de promoción.
c) Corresponsabilidad gremial
Mediante el artículo 170 se establece que la reducción de contribuciones establecida en el artículo 34 de la ley 26940 para los convenios de corresponsabilidad gremial caducará automáticamente al cumplirse el plazo de vigencia del beneficio otorgado a los empleadores.
VI - FACULTADES DEL EJECUTIVO
Mediante el artículo 166 se otorgan facultades al Poder Ejecutivo Nacional para establecer las proporciones de las contribuciones patronales que integran la alícuota única que se distribuirán a cada uno de los distintos subsistemas comprendidos en aquella. El artículo 173, inciso b), prevé que ello resultará de aplicación a partir del 1/1/2022.
VII - CONCLUSIÓN
Podemos advertir que esta reforma producirá un incremento en los costos laborales de las pymes, con especial impacto en las economías regionales, principalmente debido a:
- La creación de una alícuota única del 19,50%, aplicable a todos los empleadores sin distinción de envergadura de la empresa, tipo de actividad y/o zona geográfica.
- La eliminación del cómputo de los puntos porcentuales sobre las bases imponibles de las contribuciones efectivamente abonadas como crédito fiscal del IVA.
- La eliminación del régimen de microempleadores y del régimen de promoción de la ley 26940.
Considero que esta reforma debería haber sido orientada a la creación de un esquema contributivo que tuviera en cuenta las particularidades de los distintos sectores, actividades y zonas geográficas, sobre todo en lo que a pymes se refiere, de tal forma que permitiera el desarrollo de estas empresas, principal fuente de empleo en nuestro país.
 
Notas:
 (*) Abogado. Especialista en Derecho Laboral y Recursos de la Seguridad Social. Autor de numerosos trabajos y libros sobre la temática. Docente en cursos de posgrado sobre la especialidad. Disertante en jornadas nacionales y expositor en diversos eventos y ámbitos académicos 
[bookmark: q1] (1) Se refiere a las sociedades de economía mixta regidas por el DL 15349/1946, ratificado por la L. 12962; las empresas del Estado regidas por la L. 13653 (t.o. D. 4053/1955 y modif.) o por leyes especiales; las sociedades anónimas con participación estatal mayoritaria regidas por la L. 19550; las sociedades anónimas con simple participación estatal regidas por la L. 19550; las sociedades del Estado regidas por la L. 20705; las empresas formadas por capitales de particulares e inversiones de los Fiscos Nacional, provinciales y municipales -todas ellas inclusive, aunque prestaren servicios públicos-; los bancos y demás entidades financieras nacionales regidos por la L. 21526 y/o las leyes de su creación, según corresponda; y todo otro organismo nacional, provincial y municipal que venda bienes o preste servicios a terceros a título oneroso
[bookmark: q2] (2) Resulta de aplicación para las contribuciones patronales que se devenguen desde el primer día del segundo mes inmediato siguiente (es decir, desde el 1/2/2018) al de la entrada en vigencia de  esta ley inclusive (30/12/2017)
[bookmark: q3] (3) Resulta de aplicación para las contribuciones patronales que se devenguen desde el primer día del segundo mes inmediato siguiente (es decir, desde el 1/2/2018) al de la entrada en vigencia de esta ley inclusive (30/12/2017)
[bookmark: q4] (4) Tope mínimo dispuesto por R. (ANSeS) 176-E/2017, desde el devengado 1/9/2017
[bookmark: q5] (5) De la contribución patronal definida en el art. 2 del presente decreto y en el art. 4 de la L. 24700, efectivamente abonada, los contribuyentes y responsables podrán computar, como crédito fiscal del IVA, el monto que resulta de aplicar a las mismas bases imponibles los puntos porcentuales que para cada supuesto se indican en el Anexo I que forma parte integrante del presente decreto. En el caso de los exportadores, las contribuciones que resulten computables como crédito fiscal del IVA, de acuerdo a lo previsto en el párrafo anterior, tendrán el carácter de impuesto facturado a los fines de la aplicación del art. 43 de la ley del tributo (t.o. 1997 y modif.) (art. 4, D. 814/2001)
[bookmark: q6] (6) La derogación del Anexo I del D. 814 tendrá efectos para las contribuciones patronales que se devenguen a partir del primer día del segundo mes inmediato siguiente (es decir, desde el 1/2/2018) al de la entrada en vigencia de esta ley inclusive (30/12/2017)
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GUSTAVO R. SEGU(*)
REFORMA PREVISIONAL. LEY 27426. EXTINCIÓN POR JUBILACIÓN Y DESPIDO DEL TRABAJADOR JUBILADO. MODIFICACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 252 Y 253 DE LA LCT
 
I - INTRODUCCIÓN
Mediante la sanción de la ley 27426 de reforma previsional se introdujeron importantes modificaciones a la ley de contrato de trabajo que traen aparejadas consecuencias prácticas de suma relevancia para los empleadores. 
Nos referimos concretamente a la sustitución del texto del artículo 252 de la LCT, que se refiere a la extinción del contrato de trabajo por jubilación, y al agregado de un párrafo adicional al texto del artículo 253 de la LCT que versa sobre el despido del trabajador jubilado. Modificaciones ambas con efectos prácticos muy contundentes para los empleadores, ya que la mencionada en primer término extiende a los 70 años la edad a partir de la cual el empleador podrá intimar al trabajador a iniciar el trámite previsional (podría llegar a decirse que esto implica una extensión virtual en los hechos de la edad para jubilarse), y la segunda introduce una solución a la situación que se daba cuando se disponía el despido de un trabajador que había obtenido el beneficio previsional y había continuado prestando servicios permaneciendo en la nómina sin solución de continuidad, donde se discutía el cómputo del tiempo de servicios a los efectos de la indemnización por antigüedad. Es al análisis de estas modificaciones y sus implicancias que nos abocaremos en estas líneas.
II - INTIMACIÓN AL TRABAJADOR PARA JUBILARSE. MODIFICACIÓN DEL ARTÍCULO 252 DE LA LCT Y EFECTOS PRÁCTICOS DE LA REFORMA
El texto del artículo 252 de la LCT establece el mecanismo mediante el cual el empleador puede intimar al trabajador que reúne los requisitos para obtener el beneficio previsional, a que inicie el trámite respectivo, bajo apercibimiento que una vez obtenido el beneficio o transcurrido el plazo de un año, se extinguirá el contrato de trabajo.
Analizaremos a continuación el texto anterior a la reforma y sus implicancias, para seguidamente enfocarnos sobre la nueva redacción y sus efectos prácticos.
La redacción del texto vigente hasta la reforma establecía lo siguiente:
Art. 252 - “Cuando el trabajador reuniere los requisitos necesarios para obtener una de las prestaciones de la ley 24241, el empleador podrá intimarlo a que inicie los trámites pertinentes extendiéndole los certificados de servicios y demás documentación necesaria a esos fines. A partir de ese momento el empleador deberá mantener la relación de trabajo hasta que el trabajador obtenga el beneficio y por un plazo máximo de 1 (un) año.
Concedido el beneficio, o vencido dicho plazo, el contrato de trabajo quedará extinguido sin obligación para el empleador del pago de la indemnización por antigüedad que prevean las leyes o estatutos profesionales.
La intimación a que se refiere el primer párrafo de este artículo implicará la notificación del preaviso establecido por la presente ley o disposiciones similares contenidas en otros estatutos, cuyo plazo se considerará comprendido dentro del término durante el cual el empleador deberá mantener la relación de trabajo”.
Para que el empleador pudiera cursar válidamente la intimación de marras, el trabajador tenía que reunir los requisitos para “obtener una de las prestaciones de la ley 24241”. Pero, como veremos, no cualquiera de las prestaciones del régimen previsional habilitaba esta facultad del empleador, ya que fue debidamente aclarado mediante el artículo 5 del decreto 679/1995, que para poder hacerse uso de esta facultad, el trabajador debía reunir los requisitos para obtener la PBU (Prestación Básica Universal). 
Es decir que el trabajador debía contar con los años de edad y años de servicios requeridos por el artículo 19 de la ley 24241 y por lo tanto el empleador podía cursar válidamente la intimación cuando el trabajador contara con 65 años de edad y 30 años de servicios con aportes computables, o bien cuando la trabajadora contara con 60 años de edad y 30 años de servicios con aportes computables. Acertadamente el citado decreto dejaba a salvo la posibilidad que la trabajadora intimada al cumplir los citados requisitos rechazara la intimación por ejercer la opción establecida en el último párrafo del artículo 19 de la ley 24241 de continuar prestando servicios hasta los 65 años. 
De lo dicho anteriormente, además podía extraerse la conclusión que si el trabajador no contaba con los requisitos para acceder a la prestación básica universal, pero sí contaba con los requisitos exigidos para acceder a la prestación por edad avanzada, la intimación carecía de efectos resultando nulo el apercibimiento, ya que no obstante tratarse de “una de las prestaciones de la ley 24241”, el trabajador con derecho al beneficio por edad avanzada, no cuenta con los requisitos para acceder a la PBU, sino a la PEA (Prestación por Edad Avanzada), y por lo tanto no quedaba habilitada la facultad de intimar.(1) 
La intimación deberá hacerse de manera fehaciente y es recomendable realizarla mediante carta documento. El plazo comenzará a correr desde la recepción de la misiva por parte del trabajador, ello siempre que el empleador haya hecho entrega de la certificación de servicios y demás documentación requerida previamente a dicha notificación, caso contrario el plazo deberá contarse a partir de la entrega de la documentación mencionada.
Al respecto, en autos “Sabio, Alberto c/Aerolíneas Argentinas SA s/despido” (CNTrab. - Sala VIII - 14/11/2013), la jurisprudencia ha dicho lo siguiente: “En efecto, el artículo 252 de la LCT, en el caso de que el trabajador esté en condiciones de obtener una de las prestaciones de la ley 24241, impone al empleador las siguientes cargas: (a) la de intimar al trabajador para que inicie los trámites necesarios para obtener una de las prestaciones previstas por la ley; (b) una carga de diligencia: extender la certificación de servicios, aportes y remuneraciones necesarias para la iniciación del mencionado trámite, y (c) una carga de comportamiento omisivo: mantener (es decir, no extinguir) la relación de trabajo hasta la obtención por el trabajador del beneficio previsional o hasta el vencimiento del plazo de un año. En el caso de que el empleador no cumpliera con estas cargas, la denuncia del contrato de trabajo, aunque fundada en estar el trabajador en condiciones de obtener una de las prestaciones de la ley 24241, valdrá solo como denuncia inmotivada y corresponderá el pago de las indemnizaciones legales por despido arbitrario. Si no se prueba que el trabajador reunía los requisitos para obtener una de las prestaciones de la ley 24241, también el despido sería arbitrario, dado que la causa invocada no podría ser justificada. Además, el plazo de un año a que se refiere el artículo comienza a correr desde que se entregan los certificados y la documentación necesaria para que el trabajador pueda iniciar los trámites respectivos, por lo que tiene importancia el emplazamiento al efecto, y, en su caso, la puesta en mora y la inmediata consignación judicial de dichos documentos, si el trabajador intimado fuere remiso (Etala, Carlos A.: ‘Contrato de trabajo. Ley 20744 comentada’ - T. II - pág. 311 y ss.). La correcta interpretación de lo que dispone el artículo 252 de la LCT en materia de entrega de las certificaciones al trabajador a fin de que inicie los trámites pertinentes, es la entrega efectiva de tal documentación y no la mera puesta a disposición del trabajador. Desde esa fecha es que debe computarse el plazo de un año expresado en la citada norma. Y ante una eventual negativa del dependiente al retiro de la misma, la principal puede consignarla judicialmente (‘Guaraz, Rubén c/Lamiscar SA s/despido’ - CNTrab. - Sala III - 31/3/2004)”.
El nuevo texto del artículo 252 de la LCT, sustituido por la ley 27426 de reforma previsional, establece lo siguiente:
Art. 252 - “A partir de que el trabajador cumpla setenta (70) años de edad y reúna los requisitos necesarios para acceder a la Prestación Básica Universal (PBU) establecida en el artículo 17, inciso a) de la ley 24241 y sus modificaciones, el empleador podrá intimarlo a que inicie los trámites pertinentes, extendiéndole los certificados de servicios y demás documentación necesaria a esos fines. A partir de ese momento, el empleador deberá mantener la relación de trabajo hasta que el trabajador obtenga el beneficio y por un plazo máximo de un (1) año.
Lo dispuesto en el párrafo precedente no afecta el derecho del trabajador de solicitar el beneficio previsional con anterioridad al cumplimiento de los setenta (70) años de edad.
Concedido el beneficio o vencido dicho plazo, el contrato de trabajo quedará extinguido sin obligación para el empleador del pago de la indemnización por antigüedad que prevean las leyes o estatutos profesionales.
La intimación a que se refiere el primer párrafo de este artículo implicará la notificación del preaviso establecido por la presente ley o disposiciones similares contenidas en otros estatutos, cuyo plazo se considerará comprendido dentro del término durante el cual el empleador deberá mantener la relación de trabajo”.
Como podemos observar, se modifican sustancialmente los requisitos que habilitan al empleador a cursar la intimación puesto que ahora debe verificarse el cumplimiento de los siguientes extremos:
a) Que el trabajador tenga cumplidos los 70 años de edad. Esto significa que indistintamente el sexo del trabajador, únicamente cuando cuente con los 70 años cumplidos se considerará que está en condiciones de ser intimado.
b) Que además reúna los requisitos para acceder a la PBU. Con esta modificación se incluyeron directamente dentro del texto del artículo las disposiciones aclaratorias del decreto 679/1995 comentadas párrafos atrás. Obviamente debemos interpretar respecto de este punto que el requisito relevante a los efectos del tema que nos ocupa es el de contar con 30 años de servicios con aportes computables, ya que la edad que habilita la intimación del empleador quedó unificada en 70 años para todos los trabajadores sin distinción de sexo.
La modificación implementada en este sentido implica que ningún empleador podrá intimar en los términos del artículo 252 a trabajador alguno que no haya cumplido los 70 años de edad.
Por otra parte, el nuevo texto garantiza al trabajador su derecho a solicitar el beneficio previsional con anterioridad al cumplimiento de los 70 años, obviamente siempre que acredite el cumplimiento de los requisitos mínimos establecidos por el artículo 19 de la ley 24241. Por consiguiente, el trabajador que cumple con los requisitos de edad (hombres 65 y mujeres 60) y el requisito de 30 años de servicios con aportes computables, podrá voluntariamente jubilarse o bien continuar prestando servicios para su empleador sin que este último pueda intimarlo en los términos del artículo 252 de la LCT hasta cumplir los 70 años.
En este último caso, la ley 27426 de reforma previsional establece en su artículo 8 un esquema particular en relación con las contribuciones patronales, aplicable a partir que el trabajador cumple con los requisitos para obtener el beneficio hasta que cumple los 70 años de edad y resulta susceptible de ser intimado. En efecto, dicho artículo establece que a partir de que el trabajador reúna los requisitos necesarios para acceder a la PBU, el empleador deberá ingresar los aportes del trabajador y con respecto a las contribuciones patronales, únicamente aquellas con destino al régimen nacional de obras sociales y las cuotas del régimen de riesgos del trabajo. Esto significa que cuando el trabajador varón o mujer cuente con los requisitos para obtener el beneficio y decida no iniciar el trámite previsional, el empleador dejará de ingresar las contribuciones patronales que integran los subsistemas de seguridad social, con excepción de la obra social y el régimen de riesgos del trabajo, debiendo en cambio continuar ingresándose la totalidad de los aportes del trabajador a todos los subsistemas.
III - EL DESPIDO DEL TRABAJADOR JUBILADO QUE CONTINÚA PRESTANDO SERVICIOS PARA EL MISMO EMPLEADOR. EL CÓMPUTO DEL TIEMPO DE SERVICIOS. NUEVO PÁRRAFO AGREGADO AL ARTÍCULO 253 DE LA LCT
A través del artículo 9 de la ley 27426 de reforma tributaria se dispone la incorporación de un último párrafo al artículo 253 de la LCT, el cual reza lo siguiente: “También es aplicable lo dispuesto por el presente artículo al trabajador que sigue prestando servicios sin interrupción a las órdenes del mismo empleador, luego del goce del beneficio de la jubilación, considerándose la fecha del acuerdo de la prestación como inicio del cómputo de la antigüedad posterior al mismo”.
Esta incorporación viene a subsanar un viejo problema en relación con la aplicación del artículo 253 que en algunas jurisdicciones había sido ya zanjado con gran acierto por la jurisprudencia, y que está relacionado con el cómputo de la antigüedad del tiempo de servicio del trabajador, a los fines del cálculo de la indemnización por antigüedad cuando se extingue el contrato en los términos del artículo 253 de la LCT.
En efecto, el texto vigente anterior a la reforma que nos ocupa, sin el nuevo último párrafo ahora incorporado, establecía que en caso de que el trabajador titular de un beneficio previsional de cualquier régimen volviera a prestar servicios en relación de dependencia, sin que ello implique violación a la legislación vigente, el empleador podrá disponer la extinción del contrato invocando esa situación, con obligación de preavisarlo y abonar la indemnización en razón de la antigüedad prevista en el artículo 245 de esta ley o, en su caso, lo dispuesto en el artículo 247. En este supuesto solo se computará como antigüedad el tiempo de servicios posterior al cese.
Por consiguiente, si el empleador disponía la extinción del contrato de trabajo en los citados términos de un trabajador jubilado que “había vuelto a prestar servicios a sus órdenes”, es decir, de un trabajador reingresado luego de haber obtenido el beneficio, la indemnización por antigüedad se calculaba tomando en cuenta el tiempo de servicios posterior al cese. Esto podía darse en el caso que el empleador había intimado al trabajador en los términos del artículo 252, este obtuviera el beneficio y luego de extinguido el contrato de trabajo por efectos de dicha intimación, el empleador decidiera volver a contratarlo reingresándolo en la nómina. Pero dicho texto no brindaba soluciones cuando el trabajador había obtenido el beneficio sin previa intimación del empleador y continuaba prestando servicios sin interrupción, es decir, sin que hubiera mediado una extinción luego de obtenido el beneficio y un posterior reingreso. Esta situación podía darse claramente tanto cuando el trabajador obtenía el beneficio y no informaba la situación a su empleador continuando con la prestación, como cuando habiendo obtenido el beneficio informaba de la novedad y continuaba prestando servicios con la anuencia del empleador.
La interpretación del texto legal para la resolución de dichos casos generó grandes controversias dando lugar a jurisprudencia en muchos casos totalmente contrapuesta, pues mientras una corriente de opinión consideraba que el artículo 253 era claro en cuanto a que la indemnización por antigüedad se debía calcular en función del tiempo de servicios “posterior al cese”, y que si no había un cese y un posterior reingreso debía computarse la antigüedad total a tales efectos, otra corriente de interpretación advertía que en aquellos casos donde no se hubiera producido un cese y un posterior reingreso, debía computarse a los citados fines el tiempo posterior a la fecha de obtención del beneficio previsional.
En el ámbito de la Justicia Nacional del Trabajo esta cuestión quedó resuelta a través del plenario 321 en autos “Couto de Capa, Irena Marta c/Areva SA” (5/6/2009), donde la doctrina del fallo estableció lo siguiente: “Es aplicable lo dispuesto por el artículo 253 último párrafo de la ley de contrato de trabajo al caso de un trabajador que sigue prestando servicios sin interrupción a las órdenes del mismo empleador, luego del goce del beneficio de la jubilación”. 
En el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, con anterioridad al plenario citado precedentemente, la Suprema Corte había fallado en sentido contrario en autos “Frigerio, Domingo Luis c/Caja de Previsión y Seguro Médico de la Pcia. de Bs. As. Diferencia indemnización por despido”, con fecha 4/6/2003, señalando al respecto que  “El texto de la ley es claro en el sentido que el dependiente jubilado despedido sin causa y que reingrese a sus tareas solo puede computar en su favor la antigüedad de la relación a los fines indemnizatorios del tiempo posterior al primer cese, situación que no se configura en el caso de autos. Es así entonces que el presupuesto de operatividad del art. 253 de la Ley de Contrato de Trabajo en su primer párrafo, no se cumple desde que el mismo se refiere al trabajador que ‘volviera a prestar servicios' secuencia que impone una rescisión anterior que en autos no aconteció, conforme a la prueba acreditada y en cuya conclusión el a quo estableció que desde su ingreso el reclamante prestó servicios sin solución de continuidad hasta su único cese ocurrido por despido sin causa el 24/7/1998. Lo mismo sucede con el segundo párrafo agregado por la ley 24347 el que expresamente se refiere a que ‘solo se computará como antigüedad el tiempo de servicios posterior al cese’ debiendo entenderse que se refiere a la efectiva extinción de la relación de trabajo subordinada y su posterior reintegro al trabajo, presupuesto que conforme a lo verificado en la especie tampoco se acreditó en autos. En consecuencia es mi opinión, la indemnización por antigüedad que corresponde pagar al señor Frigerio que continuó sin interrupción trabajando desde su ingreso el 15 IX 1972 en la Caja de Previsión y Seguro Médico de la Provincia, no obstante que se acogió al beneficio previsional pero sin cese, por lo cual debe determinarse su antigüedad conforme lo decidió el tribunal a quo, o sea computando todo el tiempo de prestación de servicios desde su ingreso el 15 IX 1972 (art. 245 de la LCT) hasta la fecha en que se produjo su único cese por su despido sin causa del 24 VII 1998”.
Posteriormente, con fecha 5/5/2010, la Suprema Corte de la Provincia de Buenos Aires modificó su criterio en autos “Maciel, Jorge c/Argón SA. Enfermedad profesional”, reiterándolo en los fallos “Liptak Ghiloni, Enrique c/Roberto L. Bottino SACIF s/indemnización por antigüedad”, de fecha 5/5/2010, y en autos “Cachero, José Román c/Televisión Federal SA (TELEFE SA) s/indemnización por despido”, con fecha 20/3/2013. 
En este último precedente judicial el Alto Tribunal bonaerense señaló al respecto con acierto lo siguiente: “Sin perjuicio de ello, el despliegue ensayado a los fines de postular la existencia de la continuidad de la relación originaria, aun en una hipótesis más favorable, tampoco sería apto para obtener una revocación de lo juzgado en la instancia. Esta Corte en la causa L. 87039, ‘Liptak Ghiloni’ (sent. de 5/5/2010) estableció que conforme el párrafo agregado por la ley 24347 al art. 253 de la Ley de Contrato de Trabajo, solo resulta computable a los efectos del cálculo de la indemnización por despido- la antigüedad acumulada por el trabajador con posterioridad a la obtención del beneficio previsional. Ello, tanto en el caso en que el dependiente hubiera cesado definitivamente y reingresado posteriormente a las órdenes del mismo empleador, como en el supuesto de que hubiera continuado trabajando en la empresa después de obtenido el beneficio, sin solución de continuidad. Como allí lo expresó mi distinguido colega doctor Genoud en su voto -al que presté mi adhesión-, la norma prevista en el actual art. 253 de la Ley de Contrato de Trabajo no puede interpretarse con abstracción de lo decidido por el legislador al contemplar la hipótesis de la extinción por jubilación del trabajador (art. 252, ley cit.), que ante su configuración excluye la procedencia de la indemnización por antigüedad; por lo tanto al prescribir aquella contemplando el reingreso, que en el caso de despido ulterior solo debe computarse como antigüedad el tiempo de servicios posterior al cese, ha querido evitar que se indemnice al trabajador teniendo en cuenta los mismos períodos de trabajo en virtud de los cuales logró obtener el beneficio jubilatorio; o como bien lo apuntara el doctor Roncoroni al votar en la causa L. 78.989, ‘Frigerio’ (sent. de 4/6/2003), tiene por objeto ‘impedir una doble capitalización de la antigüedad desvirtuando con ello el fin específico de protección que de ella dimana para configurar un enriquecimiento injustificado del trabajador a expensas del Estado y del empleador’. Ese trascendental propósito que tuvo en miras el legislador atendiendo a la particular situación del ‘trabajador jubilado’ (genérico epígrafe que la propia ley contiene en el Título XII, Capítulo X, segunda parte), no puede dejarse de lado con el argumento de que en el caso el actor no ‘cesó’ sino que trabajó sin solución de continuidad no obstante haberle sido concedida la jubilación”.
En el ámbito de la Provincia de Tucumán, la Sala en lo Laboral y Contencioso Administrativo de la Corte Suprema de Justicia de Tucumán, en autos “Barros, Ramón Héctor c/Cía. Azucarera Concepción SA s/despido”, con fecha 31/7/2012, resolvió en igual sintonía lo siguiente: “Atento a la doctrina judicial imperante en el orden nacional a partir del antes citado acuerdo plenario de la CNAT y a la posición ahora sustentada por la SCJBA, y en el convencimiento de que razones de seguridad jurídica tornan conveniente examinar nuevamente la cuestión atinente a la interpretación del artículo 253, último párrafo, de la LCT, concluyo que existen sólidos argumentos en virtud de los cuales resulta prudente modificar el criterio interpretativo sostenido anteriormente por esta Corte. En efecto, en una interpretación sistemática, superadora de la literalidad de la norma bajo análisis y tendiente a desentrañar la intención del legislador y los fines perseguidos por la norma en armonía con el resto del ordenamiento jurídico en general, luce acertado el criterio según el cual la limitación en la antigüedad dispuesta en el último párrafo del artículo 253 de la LCT debe aplicarse tanto en el caso de cese efectivo y reingreso, como cuando no existe solución de continuidad entre el inicio del goce del beneficio jubilatorio y la reanudación de las tareas a las órdenes del mismo empleador. Es que la razón de la reforma del artículo 253 de la LCT introducida por la ley 24347 se encuentra estrechamente vinculada a la supresión de la incompatibilidad que antes establecía la ley 24241 entre el goce efectivo del beneficio de la jubilación y la continuidad de la prestación de servicios en relación de dependencia. En la actualidad resulta compatible la calidad de beneficiario de prestaciones del régimen previsional -con las limitaciones legalmente establecidas- con el ‘reingreso’ a la actividad remunerada, tanto en relación de dependencia como en carácter de autónomos (de conformidad a lo expresamente dispuesto por el art. 34, L. 24241). No obstante, el efectivo goce del beneficio de la jubilación ordinaria supone la extinción del contrato de trabajo, aun cuando no exista una diferencia ostensible entre el antes y el después de la obtención del beneficio en lo concerniente a la prestación de servicios para el mismo empleador. Es del caso señalar que el artículo 91 de la LCT prescribe que el contrato de trabajo por tiempo indeterminado está destinado a durar hasta que el trabajador se encuentre en condiciones de gozar de los beneficios que le asignan los regímenes de seguridad social. El artículo 252 de la LCT establece que, concedido uno de los beneficios que prevé el régimen de la ley 24241, el contrato de trabajo quedará extinguido. A su vez, el artículo 34 de la ley, citada en último término, autoriza a los beneficiarios de las prestaciones allí contempladas a ‘reingresar’ a la actividad remunerada. En este contexto normativo, es dable afirmar que el artículo 253 de la LCT, por su parte, no distingue entre un retorno inmediato a la actividad laboral y un reingreso temporalmente espaciado. En el marco expuesto, el pase al estado de pasividad opera con la obtención del beneficio previsional aun cuando en los hechos, al día siguiente, el trabajador concurra a prestar servicios pues tal prestación configura el ‘reingreso’ al que aluden los artículos 34 de la ley 24241 y 253 de la LCT” .
Como corolario a este comentario sobre el artículo 253, señalamos que la inclusión del nuevo párrafo adicional viene a corregir la situación mencionada en todas aquellas provincias donde no se había registrado pronunciamiento judicial de instancia superior, poniendo así fin a la controversia señalada y unificando en todo el país la solución provista por la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo en el Plenario 321, en autos “Couto de Capa”, ahora por vía legislativa.
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